
Santiago, ocho de julio de dos mil veinticinco.

VISTOS:

En estos  autos, el  Ministro en Visita Extraordinaria,  don Álvaro Mesa 

Latorre, con fecha treinta de septiembre de dos mil veintidós, dicta sentencia 

definitiva en la cual, en la parte recurrida, condena a Gonzalo Enrique Arias 

González y Jorge Nibaldo Chovar Aguilera, en calidad de autores del delito de 

secuestro calificado de Luis Bernardo Maldonado Ávila, previsto y sancionado 

en el artículo 141 del Código Penal vigente a la época de los hechos, cometido 

a partir del día 22 de septiembre de 1973, en la ciudad de Temuco, aplicándole 

a cada uno la pena de doce años de presidio mayor en su grado medio, más 

las accesorias legales. 

Impugnada dicha decisión, una de las Salas de la Corte de Apelaciones 

de Temuco, procedió a confirmar el fallo en el ámbito penal.

En contra de esta última sentencia,  se dedujeron sendos recursos de 

casación,  uno de ellos  en  favor  del  sentenciado  Arias  González,  quien,  de 

acuerdo a lo informado por el señor Relator, fallece en forma previa a la vista 

de esta causa, quedando subsistente, únicamente, el recurso de casación en la 

forma  y  en  el  fondo  presentado  por  la  defensa  del  sentenciado  Chovar 

Aguilera, el  cual pasa a examinarse y respecto del cual se ordenó traer los 

autos en relación.

CONSIDERANDO:

I. EN CUANTO AL RECURSO DE CASACIÓN EN LA FORMA.

PRIMERO:  Que, con la finalidad de analizar  los recursos planteados, 

necesario resulta destacar aquellos hechos asentados en la instancia y que 

son objeto de juzgamiento: 

“A.- Que a partir del 11 de septiembre de 1973, a raíz de los sucesos  
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acaecidos en el  país, en todas las comisarías se formó un grupo operativo  

denominado "comisión civil", dedicado a labores de inteligencia que consistían  

en  averiguar  situaciones  de  búsqueda  de  información  respecto  de  grupos  

violentistas, detención de personas que estaban consideradas en los bandos  

militares,  entre  otras;  es  decir,  eran  labores  que  escapaban  a  los  

procedimientos comunes policiales.

En el caso de Temuco, dicha comisión estaba integrada por el Teniente  

Eduardo Riquelme Rodríguez (procesado a fs. 1.569 (Tomo V) de esta causa)  

a cargo de dirigir el grupo; Juan Fritz Vega (fallecido según consta a fs. 3.414  

(Tomo X),  Omar Burgos Dejean (procesado a fs.  1.139 (Tomo IV)  de esta  

causa),  los  suboficiales  Hugo  Opazo  Inzunza  y  Ernesto  Garrido  Bravo  

(procesados a fs. 1.569 (Tomo V)) de esa misma unidad policial. Pese a que  

los  uniformados  señalados  formaban  parte  de  la  dotación  de  la  Segunda  

Comisaría  de  Carabineros  de Temuco,  las  órdenes que se les  impartía  en  

temas de inteligencia eran dirigidas directamente por Gonzalo Enrique Arias  

González (procesado a fs. 1987 (Tomo VI),  Subprefecto de Carabineros de  

Cautín,  quien  también  realizaba  funciones  como  Fiscal  de  Carabineros.  

Además,  la  información  recabada  en  temas  de  inteligencia  por  el  grupo  

liderado por Riquelme, eran comunicadas directamente al mismo Subprefecto  

de Carabineros. 

B.- Que dicho Subprefecto de Carabineros y Fiscal de Carabineros de  

Cautín,  luego del 11 de septiembre de 1973, se encontraba desempeñando  

funciones en la ciudad de Temuco, como consta en su hoja de vida de fs.  

1.619.  Salvo  el  día  26  de  noviembre  de  1973,  según  lo  señalado  en  la  

sentencia de reemplazo de la Excma. Corte Suprema que rola de fs. 1.961 a fs.  

1.970 de este proceso.
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C- Que las personas detenidas por el grupo aludido eran llevadas a los  

calabozos comunes de la Segunda Comisaría de Carabineros de Temuco, las  

que  sólo  podían  ser  interrogadas  o  visitadas  por  los  miembros  de  esta  

comisión civil, no pudiendo tener contacto con ellos el resto de la dotación de  

esa unidad. 

D.- Que manteniendo la ilación anterior, el 22 de septiembre de 1973,  

Luis  Bernardo  Maldonado  Ávila,  estudiante  de  la  carrera  de  Ingeniería  en  

Ejecución Mecánica de la Universidad Técnica del Estado, conversaba en las  

afueras  de  dicha  casa  de  estudios,  ubicada  en  calle  Prat  -  entre  calles  

Rodríguez y  Portales-  de  esta  ciudad,  junto  a  Orwald  Casanova Cameron,  

compañero  de  estudios  y  un  profesor  de  apellido  San Celedonio.  En  esos  

momentos  Casanova  Cameron  vio  rondar  en  varias  oportunidades  una  

camioneta marca chevrolet, abordada por personas de civil  y conducida por  

Jorge  Chovar  Aguilera  (procesado  a  fs.  1.139  (Tomo  IV)  de  esta  causa),  

conocido simpatizante del Partido Nacional, del grupo Patria y Libertad de la  

época y por su cercanía con personal uniformado de diferentes instituciones  

armadas, siendo visto en reiteradas ocasiones junto a ellos en las calles de  

Temuco.  Al  despedirse,  Casanova  Cameron  vio  cómo Maldonado  Ávila  se  

dirigió  por  calle  Prat  hacia  calle  Portales,  perdiéndolo  de  vista  en  esa  

intersección.

E.- Que el mismo día, una funcionaria del Departamento de Bienestar de  

la Universidad Técnica del Estado de esta ciudad, le comunicó a unos alumnos  

de esa institución que presenció el momento en que Luis Maldonado Ávila fue 

abordado por uniformados y subido a un vehículo. Junto a los uniformados se  

encontraba  Jorge  Chovar  Aguilera  cooperando  en  la  aprehensión  de  

Maldonado Ávila. El hecho antes indicado fue comentado entre los alumnos de  
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la  Universidad Técnica del Estado e incluso entre los miembros del Partido  

Nacional y el grupo Patria y Libertad de aquella época.

F.-  Que  en  una  fecha  posterior,  Alberto  Arturo  Neumann  Adriazola  

(fallecido  según  consta  a  fs.  3.417  (Tomo  X)  )  cabo  1°  de  la  Segunda  

Comisaría de Carabineros de Temuco, le comentó a su cónyuge que había  

visto en uno de los calabozos de la Segunda Comisaría de Carabineros de  

Temuco, a Luis Maldonado Ávila a quien conocía por un vínculo de amistad  

con  su  familia-  pero  que  no  pudo  tener  contacto  con  él,  aludiendo  a  la  

prohibición que tenía el personal que no formaba parte de la comisión civil de  

la 2o Comisaría de Carabineros de Temuco, en relación al contacto con los  

detenidos de ese grupo.

G.-  Que  el  Sargento  de  Carabineros  de  la  Segunda  Comisaria  de  

Temuco, Juan de Dios Fritz Vega (fallecido según consta a fs. 3.414 (Tomo X)  

acompañado de Omar Burgos Dejean (procesado a fs. 1.139 (Tomo IV) de  

esta  causa)  y  otros  carabineros  de  dicha  comisión,  se  presentaron  en  el  

domicilio del cabo Neumann en una camioneta modelo c-10 color rojizo, a fin  

de que la esposa del cabo mencionado los acompañara. Concurrieron junto a  

ella hasta una casa frente a la plaza Teodoro Schmidt, en donde se encontraba  

Irma Martínez Delgado junto a otras personas, entre ellas doña Claudina Ávila  

(fallecida según consta a fs. 3.413 (Tomo X)), madre de Luis Maldonado Ávila -  

con quien la cónyuge de Neumman Adriazola había compartido horas antes y  

conversado de la situación de su hijo - procediendo los uniformados a entrar al  

domicilio, aprehender a doña Claudina Ávila , con sus manos atadas y vista  

vendada, y llevarla hasta la 2° Comisaría de Carabineros de Temuco.

H.-  Que  por  último,  hasta  esta  fecha  ningún  funcionario  público  de  

Carabineros de Chile o de otra rama de las Fuerzas Armadas y/o de Orden y 
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Seguridad que se desempeñaban en la época de los hechos, ha dado algún  

antecedente  a  la  autoridad  respectiva  en  relación  a  lo  sucedido  con  Luis  

Bernardo Maldonado Ávila, manteniendo hasta el día de hoy ocultamiento de  

todo tipo de antecedentes sobre su paradero.

Que hasta esta fecha y pese a la búsqueda de los familiares, no ha sido  

posible ubicar el paradero de Luis Bernardo Maldonado Ávila.” (sic).

SEGUNDO:  Que,  lo anterior,  atento  a lo  resuelto  en  la  sentencia  de 

primera  instancia,  corresponde  a  un  delito  de  secuestro  calificado  en  la 

persona  de  Luis  Bernardo  Maldonado  Ávila,  previsto  y  sancionado  en  el 

artículo 141 del Código Penal vigente a la época de los hechos, en su carácter 

de  lesa  humanidad,  cuyos  aspectos  que  se  mantuvieron  en  la  revisión 

ejecutada por el Tribunal de Alzada.

TERCERO:  Que,  por  parte  del  apoderado  del  sentenciado  Chovar 

Aguilera se dedujo un recurso de casación en la forma, el cual se hace consistir 

en la causal del N°9 del artículo 541 del Código de Procedimiento Penal, en 

relación  con  el  N°4  del  artículo  170  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 

señalando  que  el  fallo  no  contiene  razonamientos  en  torno  a  una  de  las 

alegaciones  de  la  defensa,  en  particular  al  hecho  que,  a  la  fecha  en  que 

habrían  sucedido los  hechos,  él  era  menor  de  edad  y,  por  tanto,  no  tenía 

licencia de conducir,  ergo, no podría haber estado conduciendo un vehículo 

cómo lo detalla la acusación planteada en su contra. Así, argumenta que, aun 

cuando  la  decisión  de  primera  instancia  contiene  reflexiones  sobre  ese 

aspecto,  denuncia  que  el  laudo  de  segunda  no  precisa  de  razones  para 

descartar esta alegación que, en su concepto, conducen a la absolución de los 

cargos criminales librados en su contra. 

En tal sentido, solicita que se invalide el fallo y se dicte una sentencia de 
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reemplazo  que  contenga  la  ponderación  de  dicha  alegación  y,  con  las 

consideraciones faltantes, se absuelva al sentenciado Chovar Aguilera.

CUARTO:  Que,  en  primer  término,  aun  cuando  sea  cuestionable  –

incluso  descartable–  sustentar  un  recurso  de  casación  formal  respecto  de 

requisitos que son propios del procedimiento civil,  en circunstancias que, en 

específico, el proceso penal contiene una enumeración concreta y similar en el 

artículo 500 del Código de Procedimiento Penal, bien cabe mencionar que el 

vicio alegado tampoco es concurrente, pues se cuestiona una supuesta falta de 

pronunciamiento sobre un aspecto de las alegaciones de la defensa y lo cierto 

es que el tribunal de primera instancia sí se hizo cargo de todas ellas en el 

considerando  51°,  en  el  cual  se  extiende  sobre  esta  y  otras  alegaciones 

planteadas por la parte  del  encartado,  siendo reflexiones que el  tribunal  de 

alzada  hizo  suyas  cuando  reprodujo  el  fallo  y  sólo  se  extendió  en  otros 

aspectos sobre los que consideró necesario ahondar, de tal manera que no es 

concurrente el yerro planteado, pues la ley procesal sanciona una ausencia de 

razonamientos, lo que no concurre en este caso y por ello es que el recurso 

que se analiza en este capítulo debe ser descartado.

II. EN CUANTO AL RECURSO DE CASACIÓN EN EL FONDO.

QUINTO: Que,  igualmente,  la defensa del  inculpado Chovar  Aguilera 

deduce un recurso de casación en el fondo, el cual se basó en dos causales de 

invalidación, deducidas de manera conjunta, las cuales están contenidas en el 

artículo 546 del  Código del  Procedimiento Penal.  La primera,  prevista en el 

numeral 2° de dicho artículo, denuncia la infracción de los artículos 1 y 141 del 

Código Penal,  artículo  7  N°2 de la  Convención  Americana sobre  Derechos 

Humanos y artículo 9.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 

lo cual se concreta cuando los sentenciadores hacen una calificación errada 
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del  delito  y,  en  mérito  de ello,  aplican una pena también desacertada.  Así, 

señala que ninguna de las acciones atribuidas al enjuiciado conforma el tipo 

penal  de  secuestro  calificado,  pues  aquel  exige  las  conductas  propias  de 

encerrar o detener contra su voluntad a la víctima, cuestiones que el inculpado 

no realizó y nunca estuvo en posición de cometer, ya que descarta cualquier 

relación con las Fuerzas de Orden y Seguridad de la época, información que el 

fallo estima acreditada con las declaraciones que la sentencia menciona pero 

que  estima  contradictorias,  al  punto  que  sólo  permiten  descartar  cualquier 

clase de participación criminal en los hechos.

Enseguida,  se presenta una segunda causal de casación de fondo, la 

contenida en el numerando 7° del artículo 546 del Código Adjetivo, en donde 

esgrime la violación de los artículos 109, 110, 111, 481, 482, 488 y 456 bis del  

Código de Procedimiento Penal. Al efecto, sostiene la defensa que la sentencia 

recurrida que confirma la de primer grado, hace suyo una calificación jurídica 

errada en cuanto a la participación, en donde se desconoció toda la prueba de 

descargo. Es más, en este mismo aspecto, apunta que no existió ninguna clase 

de confesión de parte del sentenciado, quien fue enfático al declarar que nunca 

tuvo participación en los hechos y por ello es un error de derecho aplicar, por  

parte de los jueces de instancia, el artículo 481 del Código de Procedimiento 

Penal, en orden a que sus declaraciones constituyen una supuesta confesión 

judicial,  sin  que  se  reuniesen  los  presupuestos  procesales  del  artículo  en 

comento. Lo mismo ocurre con la aplicación errada del artículo 488 del Código 

de  Procedimiento  Penal,  el  que  se  considera  aun  cuando,  a  partir  de  los 

hechos, ni siquiera se podría establecer una presunción judicial, partiendo de la 

base que no existen hechos probados que permitan construirlas.

En consecuencia,  solicita  invalidar  el  fallo  y  dictar  la correspondiente 
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sentencia de remplazo, en la cual se resuelva revocar la sentencia recurrida y 

la condena impuesta al sentenciado y, haciendo una correcta calificación del 

supuesto delito imputado, dando la justa aplicación del artículo 141 del Código 

Penal, se concluya la atipicidad de la conducta ejecutada por Chovar Aguilera, 

con expresa condena en costas.

SEXTO: Que, para el estudio del recurso reseñado, necesario resulta 

destacar parte de las características del libelo de casación, el cual conforma un 

arbitrio  de  carácter  formal  y  de  derecho  estricto,  en  el  que  se  exige  el 

cumplimiento de los requisitos que la ley procesal fija para ellos. En tal sentido, 

por  remisión  del  artículo  535  del  Código  de  Procedimiento  Penal,  en  esta 

materia  cobra  plena aplicación  el  artículo 772 del  Código de Procedimiento 

Civil, el cual fija los requisitos de un recurso de invalidación de esta clase. En 

esta norma, al momento de recurrir, se ordena que el libelo exprese en qué 

consiste el o los errores de derecho de que adolece la sentencia recurrida, y 

señalar de qué modo ese o esos errores de derecho influyen sustancialmente 

en lo dispositivo o resolutivo del fallo.  Ambas exigencias,  con toda claridad, 

deben  reflejarse  en  una  petición  clara  y  concreta  que  se  vincule  con  los 

capítulos de casación, características que no se observan en el recurso en el 

estudio.

Además, como parte de la naturaleza formal y rigurosa del recurso de 

casación en el fondo, también lo conforma el tratamiento de las causales de 

invalidación,  aspecto  que  viene  asociado  a  la  precisión  que  se  exige  para 

describir los vicios invocados y cuya infracción importa una vaguedad y falta de 

determinación de las leyes que se suponen infringidas y de la forma cómo se 

ha producido la infracción que se denuncia (Rev. de Der. y Jurisp. Cas. fondo. 

1° de diciembre de 1964. Sec. IV, parte II, pág. 488. Rev. año 1964).
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De igual  forma,  como otra  expresión  de  la  cabal  formalidad  que  se 

asocia  a esta clase de impugnaciones,  lo cierto  es  que ella  debe contener 

peticiones claras y concretas, en las que se entregue una competencia cierta al 

tribunal de casación, el que debe tener total certeza sobre las mismas, lo cual 

no se cumple cuando se plantean solicitudes formuladas de manera subsidiaria 

y/o alternativa pues, como reiteradamente ha sido sostenido por esta Corte, 

bajo la formulación de motivos condicionados a la procedencia de uno u otro, 

se coloca al Tribunal en la tarea de optar por la ley que se denuncia amagada,  

lo que se contrapone a lo que se ha venido indicando, de allí que el recurrente 

deba optar  por  una sola  línea de argumentos  jurídicos  y  mantenerla  en  el  

desarrollo que efectúa en el recurso.

SÉPTIMO: Que, a la luz de lo anterior,  de inmediato resaltan los vicios 

formales  que presenta  el  recurso de invalidación  presentado.  En efecto,  tal 

como se ha sostenido en otros pronunciamientos, v.gr. los recaídos en los roles 

Corte Suprema N° 69.149-2023 y 141.995-2023, lo cierto es que el recurrente 

plantea  causales  que,  conforme  a  su  desarrollo,  resultan  incongruentes  y 

obstaculizan a una acertada inteligencia, pues al revisar el arbitrio se constata 

que,  por  medio del  reproche contenido en la causal  7ª  del  artículo  546 del 

Código de Procedimiento Penal,  la recurrente plantea una total  ausencia de 

responsabilidad y denuncia una inobservancia de las leyes reguladoras de la 

prueba en la construcción de la participación fijada por el Tribunal, asegurando 

que no tuvo responsabilidad en ninguno de los ilícitos investigados, al extremo 

de considerar y pedir que se declare atípica la conducta realizada –la que por 

cierto ni siquiera menciona–, lo que basa en reflexiones inocuas en que no se 

detalla la forma en cómo ello habría ocurrido. En tanto, desatendiéndose de 

esa  premisa  e  implícitamente  aceptando  la  participación  en  los  hechos 
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acreditados,  con  la  segunda  causal,  postula  como  error  de  derecho  la 

calificación jurídica atribuida a los mismos, cuestionando que ellos no alcanzan 

para  configurar  los  verbos  rectores  del  delito  de  secuestro,  todo  lo  cual 

representa  una  contradicción  irresoluble  que  evidencia  la  distancia 

argumentativa  de  toda  la  línea  de  defensa,  máxime  si  las  causales  son 

planteadas de manera conjunta, lo cual se transforma en un defecto insalvable 

en su entablamiento,  en particular a la forma en que vienen planteados los 

argumentos,  los  que  resultan  del  todo  incompatibles  entre  sí  y  afectan,  en 

definitiva, en la construcción y coherencia que se debe exigir a un recurso de 

esta clase.  Es más, a dichos defectos se suma la incongruencia del petitorio 

presentado,  en el  que se plantea una petición  que no aborda los  aspectos 

tratados en el recurso, lo que remarca la falta de peticiones claras y concretas 

que otorguen precisión sobre la competencia de este tribunal de casación. 

Por  otra  parte,  conforme  se  observa  en  las  argumentaciones  que 

sostienen la impugnación, lo cierto es que ellas descansan en una suerte de 

revalorización de los medios probatorios, buscando proponerle a este tribunal 

de casación,  una nueva estimación de los hechos,  una revaloración  de los 

insumos  probatorios,  buscando,  en  definitiva,  una  conclusión  diversa  de 

aquella  asentada  en  la  instancia,  lo  que,  como se viene  sosteniendo,  está 

vedado en las condiciones planteadas. En tal  sentido, como explica el autor 

Waldo Ortúzar L.,  en su obra “Las causales de Recurso de Casación en el 

Fondo en  Materia  Penal”  (Editorial  Jurídica,  10ª  Edición,  27  de octubre  de 

1967, pág. 392 – 393), “… no se entra a establecer la existencia de los hechos  

mediante  nuevas  pruebas,  sólo  se  examina  si  la  prueba  rendida  autoriza  

legalmente las declaraciones de hecho de la sentencia”.

En  este  plano,  siguiendo  con  los  yerros  recalcados,  es  importante 
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reiterar  las  características  de  formalidad  y  de  derecho  estricto  que  vienen 

asociada a esta clase de impugnaciones, lo que también se vincula con una 

precisión clara de las normas legales que se denuncian como amagadas y, en 

este  caso,  el  articulista  menciona  los  cinco  numerales  del  artículo  488  del 

Código Adjetivo, no siendo todos ellos leyes reguladoras de la prueba, lo cual 

denota la serie de fallas que conspiran al rechazo del recurso, más si en el 

escrito  de  casación,  en  lo  que  se  refiere  a  los  supuestos  vicios  en  la 

construcción de las presunciones, se denota una clara argumentación basada 

en una constatación formal –no de fondo–, de tal manera que, como se dijo, lo 

que se  pretende es  una nueva tasación  que es  inadecuada en  esta  sede, 

debiendo ser descartado el recurso en estudio.

OCTAVO: Que, a mayor abundamiento, en estrados la defensa solicita, 

en forma subsidiaria  a  las peticiones  concretas  del  recurso de casación,  el 

reconocimiento de la institución denominada media prescripción en favor de su 

mandante, lo cual basa en el tiempo transcurrido desde la época en que se 

ejecutó el delito y que, por ello, se le debe aplicar una rebaja sustancial en la 

penalidad.

En  este  aspecto,  más  allá  de  lo  improcedente  que  resulta  el 

planteamiento  de  peticiones  ajenas  al  recurso  de  casación  y,  además, 

enarboladas  de  manera  subsidiaria,  ciertamente  dicho  instituto  –la  media 

prescripción– se vuelve incompatible con delitos de lesa humanidad como el 

caso que nos convoca, lo cual se ha expresado de manera sistemática por esta 

Corte  e,  incluso,  a  este  hecho  cabe  agregar  que,  recientemente,  la  Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, en el proceso “Vega González y otros 

VS.  Chile”,  ha  dictado  sentencia  que,  en  su  punto  resolutivo  N°  10.-,  ha 

ordenado que “el Estado revisará y/o anulará las reducciones de las penas que  
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hubieran derivado de la aplicación inconvencional de la media prescripción en  

los  casos  que  fueron  objeto  de  examen  en  la  presente  sentencia,  en  los  

términos de los  párrafos  290 y  291 de esta  sentencia”;  lo  cual  refuerza  la 

improcedencia  del  planteamiento  esgrimido  por  la  defensa,  máxime  si  se 

considera, además, que aun cuando los acusadores no lo sostuvieron en sus  

alegaciones, que dentro de aquellos casos a los que alude el fallo internacional 

se encuentran dos de los condenados por estos hechos, Omar Burgos Dejean 

y Hugo Opazo Inzunza.

Y, de conformidad asimismo con lo que disponen los artículos 535, 546 

y 547 del Código de Procedimiento Penal, se RESUELVE:

I) Que,  se  RECHAZA el  recurso  de  casación  en  la 

forma  y  el  fondo,  interpuesto  en  favor  del  sentenciado  Jorge 

Nibaldo  Chovar  Aguilera,  deducido  en  contra  de  la  sentencia 

definitiva  de  fecha  cinco  de  junio  de  dos  mil  veintitrés, 

pronunciada por la Segunda Sala de la Corte de Apelaciones de 

Temuco.

II) Que, debido  al  fallecimiento  del  sentenciado 

Gonzalo Enrique Arias González, ocurrido el día dieciséis de julio 

de dos mil veintitrés, en cuyo favor también se dedujo un recurso 

de  casación  en  el  fondo,  se  OMITE  PRONUNCIAMIENTO 

respecto de éste y, previas diligencias del caso, el señor Ministro 

Instructor  deberá  dictar  las  resoluciones  que  en  derecho 

corresponda. 

Redacción a cargo de la Abogada Integrante, señora Tavolari.

Regístrese, comuníquese y devuélvase. 

Rol N°201.561-2023.
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Pronunciado por la Segunda Sala de esta Corte Suprema, integrada por 

los Ministros Sr. Manuel A. Valderrama R., Sra. María Teresa Letelier R., Sra. 

María Cristina Gajardo H. y los Abogados Integrantes Sra. Pía Tavolari G. y Sr. 

Eduardo Gandulfo  R.  No  firma la  Ministra  Sra.  Gajardo,  no obstante  haber 

estado en la vista y en el acuerdo del fallo, por estar en comisión de servicios. 

Santiago, 08 de julio de 2025.
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En Santiago, a ocho de julio de dos mil veinticinco, notifiqué en Secretaría
por el Estado Diario la resolución precedente, como asimismo
personalmente al Fiscal Judicial de la Corte Suprema, quien no firmó.
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Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser
validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la tramitación de  la causa.
En aquellos  documentos  en  que  se visualiza la hora, esta
corresponde al horario establecido para Chile Continental.
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